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CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 61/2018 

ACTOR: MUNICIPIO DE TLAQUILTENANGO, 
MORELOS 

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 

SECCIÓN DE TRÁMITE DE CONTROVERSIAS 
CONSTITUCIONALES Y DE ACCIONES DE 
NCONSTITUCIONALIDAD 

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
UREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

En la Ciudad de México, a uno de marzo de dos mil dieciocho, se da cuenta al Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, instruintót eneI presente asunto, con el expediente de 
la controversia constitucional al rubro indicada, promovida por Yasmín Velázquez Flores, 
quien se ostenta corno Síndica del Municipio de Tlaquiltenango, Morelos, y turnada 
conforme al auto de la misma fecha. Conste)() 

Ciudad de México, a uno de marzo de dos mil dieciocho. 

\Ikfn el escrito de demanda y los anexos de quien — ostenta como 

Síndicad& Municipio de Tlaquiltenango, Morelos, me'te los cuales 

promueve controversia constitucionál contra el Pleno del Tribunal Estatal de 

Conciliación y Arbitraje de Morelos, en la que impu siguiente: 

"IV.- ACTO CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA: --- LA APLICACIÓN DE LA 
FRA CCIÓN II DEL ARTÍCULO 124 DE LA LEY * SERVICIO CIVIL DEL 
ESTADO DE MORELOS, CONSISTENTE EN L NVA SIÓN DE ESFERA 
(sic) COMPETENCIALES DE LA LE3ISLATURA ESTATAL, Y DECLARA LA 
DESTITUCIÓN DEL PRESIDENTE MUNÇ P L DEL H. AYUNTAMIENTO 
DE TLAQUILTENANGO, MORELOS, 	ONDUCTO DE: --- a.- LA 
INCONSTITUCIONAL RESOLUCIÓN DE ECHA SIETE DE JULIO DEL 
DOS MIL DIECISIETE DICTADO DNTRO DEL EXPEDIENTE LABORAL 
01/1192113, EN EL (sic) CUAL RLL VEN DECLARAR PROCEDENTE 
LA APLICACIÓN DECRETADA MDIANTE ACUERDO DE FECHA 
TREINTA DE MARZO DEL DOS MIL DIECISIETE, DECRETANDO LA 
DESTITUCIÓN DEL CA . DE PRESIDENTE MUNICIPAL DEL 
AYUNTAMIENTO DE TL 	LTENANGO, MORELOS, EN PLENA 
APLICACIÓN DE LO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 124 FRACCIÓN II 
DE LA LEY DEL SERVICIO CIVIL DEL ESTADO DE MORELOS, ASÍ 
COMO SUS EFECTO-ONSECUENCIAS." 

Al respecto, se tiee por presentada a la promovente con la 

personalidad que ostenta1, designando delegados y señalando los 

estrados de este Alto Tribunal para oír y recibir notificaciones. Esto, con 

fundamento en los artículos 11, párrafos primero y segundo2, de la Ley 

1 De conformidad con la documental que exhibe al efecto y en términos del numeral y fracción siguientes: 
Artículo 45 de la Ley Orgánica Municipal de Morelos. Los Síndicos son miembros del Ayuntamiento, 
que además de sus funciones como integrantes del Cabildo, tendrán a su cargo la procuración y defensa 
de los derechos e intereses del Municipio, así como la supervisión personal del patrimonio del 
Ayuntamiento; teniendo además, las siguientes atribuciones: ( ... ) 
H. Con el apoyo de la dependencia correspondiente del Ayuntamiento, procurar, defender y promover los 
derechos e intereses municipales; representar jurídicamente a los Ayuntamientos en las controversias 
administrativas y jurisdiccionales en que éste sea parte, pudiendo otorgar poderes, sustituirlos y aún 
revocarlos; ( ... ) 
2 Artículo 11 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y  II del Artículo 105 de la Constitución 
Federal. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por 
conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para 
representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal 
y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. 
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Reglamentaria de las Fracciones 1 y  H del Artículo 105 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 305 3  del Çódiçjo 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en términos d& 

numeral i de la citada ley. 

No obstante lo anterior, se arriba a la conclusión de que procede 

desechar la controversia constitucional promovida, conforme a las 

consideraciones que se desarrollan a continuación. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 2,)1-  de la ley reglamentaria 

de la materia, el Ministro instructor está facultado para desechar de plano 

un medio de control constitucional corno el que ahora se analiza, si advierte 

que en él se actualiza un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, 

lo que se corrobora con la jurisprudencia que se cita a continuación: 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN 
'MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA' PARA EL 
EFECTO DEL DESECHAMIEN1O DE LA DEMANDA. De conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y II 
de¡ Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el Ministro instructor podrá desechar de plano la demanda d 
controversia constitucional si encontrare motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia. En este contexto,  por 'manifiesto' debe entenderse lo que se 
advierte en forma patente y absolutamente clara de la lectura de la 
demanda, de los escritos aclaratorios o de ampliación, en su caso, y de los 
documentos que se anexen a tales promociones: mientras que lo 'indudable' 
resulta de que se tenga la certeza y plena convicción de que la causa de 
improcedencia de que se trate efectivamente se actualiza en el caso 
concreto, de tal modo que aun cuando se admitiera la demanda y se 
sustanciara el procedimiento, no seria factible obtener una convicción 
diversa."6  

Así, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Ñación 

ha sostenido que por mianifiesto debe entenderse todo aquello que se 

advierte en forma patente y absolutamente clara de la simple lectura de la 

En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna forma diversa de representación a la prevista 
en el párrafo anterior; sin embargo, por medio de oficio podrán acreditarse delegados para qUe hagan 
promociones, concurran a las audiencias y en ellas rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan los 
incidentes y recursos previstos en esta ley. (...) 

Artículo 305 de¡ Código Federal de Procedimientos Civiles. Todos los litigantes, en el primer escrito o 
en la primera diligencia judicial en que intervengan, deben designar casa ubicada en la población en que 
tenga su sede el tribunal, para que se les hagan las notificaciones que deban ser personales. Igualmente 
deben señalar la casa en que ha de hacerse la primera notificación a la persona o personas contra 
quienes promuevan, o a las que les interese¡ que se notifique, por la intervención que deban tener en el 
asunto. No es necesario señalar el domicilio ce los funcionarios públicos. Estos siempre serán notificados 
en su residencia oficial. 
' Articulo 1 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y  II del Artículo 105 de la Constitución 
Federal. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones 
del presente título, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad a que se 
refieren las fracciones 1 y II del artículo 105 de la Constitución Política de lós Estados Unidos Mexicanos. A 
falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del código federal de procedimientos chviles. 

Artículo 25. El ministro instructor examinará ante todo el escrito de demanda, y si encontrare motivo 

 
 
 
 
 



CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 61I201M, 

demanda, los escritos aclaratorios o de ampliación y, en 

su caso, de los documentos que se anexen a dichas 

promociones; en tanto que lo indudable se configura 

cuando se tiene la certeza y plena convicción de que la 

causa de improcedencia efectivamente se actualiza en el 

caso, de manera tal que la admisión de la demanda y la substanciación del 

procedimiento no darían lugar a la obterción de una convicción diversa. 

En la especie, de la simple lectura de la demanda es posible advertir 

que se actualiza lla causa de improcedencia prevista en el artículo 19, 

fracción Vi 117, de la citada normativa reglamentaria, en relación con el 

artículo 105, fracción 18,  de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el cual establece que la improcedencia déci controversia 

constitucional puede resultar de alguna disposición de la ley reglamentaria 

de fa materia, lo cual implica considerar no sólo 	'ue específicamente 

prevé tal ordenamiento, sino incluso las que puedan derivar del conjunto de 

normas que rigen el sistema de control consf'e al del que forman parte, 

toda vez que, en términos del artículo 1 de la propia ley reglamentaria, la 

Suprema Corte de Justicia conocer 	resolverá las controversias 

constitucionales a que se refiere el artículo 105, fracción 1, de la 

Constitución Política Federal que¿Iiii) tituye las bases de procedencia de 

Artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y  II del Artículo 105 de la Constitución 
Federal. Las controversias constitucional;(' on improcedentes: ( ... ) 
VIII. En los demás casos en que la impro 	ia resulte de alguna disposición de esta ley. (...) 
8  Artículo 105 de Constitución Política •e los Estados Unidos Mexicanos. La Suprema Corte de 
Justicia de la Nación conocerá, en los términos qué señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
1. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se 
susciten entre: 
a). La Federación y un Estado o el .trito Federal; 
b). La Federación y un municipio; 
c). El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en su caso, 
la Comisión Permanente, sean como órganos federales o del Distrito Federal; 
d). Un Estado y otro; 
e). Un Estado y el Distrito Federal; 
f). El Distrito Federal y un municipio; 
g). Dos municipios de diversos Estados; 
h). Dos Poderes de un misma Estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; 
i). Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; 
j). Un Estado y un Municipio de otro Estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones 
generales; 
k). Dos órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones 
generales, y 
1). Dos órganos constitucionales autónomos, y entre uno de éstos y el Poder Ejecutivo de la Unión o el 
Congreso de la Unión sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales. Lo dispuesto en 
el presente inciso será aplicable al organismo garante que establece el artículo 60. de esta Constitución. 
Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de los Estados o de los municipios 
impugnadas por la Federación, de los municipios impugnadas por los Estados, o en los casos a que se 
refieren los incisos c), h) y k) anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia las declare 
inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiera sido aprobada por una mayoría de por 
lo menos ocho votos. 
En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia tendrán efectos únicamente 
respecto de las partes en la controversia. 

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
5UIREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
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este medio de control constitucional; siendo aplicable al respecto, la tess 

siguiente: 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL PARA QUE SE ACTUALICE LA 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN LA FRACCIÓN VIII DEL. 
ARTÍCULO 19 DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA, NO ES 
INDISPENSABLE QUE EXISTA Y SE VINCULE CON UNA DISPOSICIÓN 
EXPRESA Y ESPECÍFICA AL RESPECTO EN ESE ORDENAMIENTO 
JURÍDICO. Conforme a la fracción VIII del artículo 19 de la Le 
Reglamentaria de las Fracciones 1 y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la improcedencia del juicio debe 
resultar de alguna disposición de esa ley, esto es, que sea consecuencia d 
la misma, sin que sea necesario que expresa y específicamente está 
consignada corno tal en alguna Darte del ordenamiento, pues siendo la 
condición para que dicha causa de improcedencia se actualice, que resulte 
del propio ordenamiento, ésta, válidamente puede surtirse cuando dél 
conjunto de disposiciones que integran a la citada ley reglamentaria y de su 
interpretación, en lo que se refiere a la controversia constitucional, en tanta 
delinean el objeto y fines de la propia figura procesal constitucional, s 
revelen casos en que su procedencia sería contraria al sistema de control 
constitucional del que forman parte o de la integridad y naturaleza del juicio 
mismo."9  

De los actos reclamados por el municipio actor en el presente medio de 

control constitucional, se desprende que lo pretendido por la promovente es 

impugnar el acuerdo de siete de julio de dos mil diecisiete, así COfl() el 

oficio de cuatro de diciembresiguíente, dictados por el Tribunal Estatal 

de Conciliación y Arbitraje de Morelos dentro del juicio laboral burocrático 

01/1192/13, en el que se ordena la destitución del Presidente Municipal de 

Tlaquiltenango, Morelos, en virtud del incumplimiento del laudo de 

veinticuatro de junio de dos mil catorce. 

Por tanto, se advierte que el acto impugnado en la presente 

controversia constitucional efectivamente constituye una res9lución 

jurisdiccional, ya que se trata del acuerdo que hace efectiva la sanción 

ordenada por el incumplimiento del laudo de veinticuatro de junio Ole dos 

mil catorce, dictado en el juicio laboral burocrático 01/1192/13 y esa 

decisión jurisdiccional, emitida por un órgano del Poder Ejecutivo de 

Morelos con motivo del conflicto sometido a su jurisdicción, no es 

susceptible de impugnación a través de una controversia constitucional, en 

virtud de que se haría de esta 'iía un recurso o ulterior medio de defensa 

para someter a revisión la inisma cuestión litigiosa debatida en el 

procedimiento natural. 
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Esto es así debido a que el acto impugnado tiene su 

origen en una resolución jurisdiccional derivada de un 

litigio laboral entre partes, en el que el Municipio de 

Tlaquiltenango, Morelos, debe asumir,  la defensa de sus 

intereses ante la propia autoridad laboral de que se trata, 

o bien, en diversa vía que estime procedente, dado que no se plantea un 

conflicto competencia¡ entre 6 rganos, poderes o entes a los que se refiere el 

artículo 105, fracción 1, de la Constitución Federal, por vulneración a la 

esfera de competencia y atribuciones que le confiere el artículo 115 de la 

propia Carta Magna 

Por ende, resulta inconcuso que la vi[a intentada en este medio de 

control de constitucionalidad contra la resolución dictad 	el expediente 

O1/1i92/13, es improcedente, siendo criterio reiterado de este Alto Tribunal 

que las controversias constitucionales dirimen c;itos competenciales 

entre órganos, poderes o entes conforme a lo dispuesto en los artículos 

105, fracción 1, de la Constitución Federal y 0 !e la ley reglamentaria de 

la materia, por lo que no puede plantearse en ella la invalidez de una 

resolución o actos dictados en un juicio. 

Asimismo, esta Suprema Cor¡k.  ha establecido que la controversia 

constitucional no es la vía 	ea para impugnar resoluciones 

jurisdiccionales dictadas porbunales judiciales o administrativos, incluso 

en los casos en que se aduzviolaciones a preceptos de la Constitución 

Federal, porque al dirimir conflictos que han sido sometidos a su 

conocimiento, dichos tribles resuelven una contienda entre partes en la 

que, por regla general, no se cuestiona la competencia del órgano para 

conocer del asunto, sino que tienen como objeto salvaguardar los intereses 

de los gobernados. 

Lo anterior,  se corrobora, en lo sustancial, con la tesis cuyo rubro se cita 

a continuación: 

10  Artículo 10 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y  II del Artículo 105 de la Constitución 
Federal. Tendrán el carácter de parte en las contñversias constitucionales: 
1. Como actor, la entidad, poder u órgano que promueva la controversia; 
II. Como demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general o 
pronunciado el acto que sea objeto de la controversia; 
III. Como tercero o terceros interesados, las entidades, poderes u órganos a que se refiere la fracción 1 del 
artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que sin tener el carácter de 
actores o demandados, pudieran resultar afectados por la sentencia que llegare a dictarse, y 
W. El Procurador General de la República. 
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"CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. NO SON LA VÍA IDÓNEA 
PARA COMBATIR RESOLUCIONES JURISI)ICCIONALES, AUN 
CUANDO SE ALEGUEN CUESTIONES CONSTITUCIONALES. Esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia PIJ. 
98/99, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Tomo X, septiembre d€ 1999, :  página 703, de rubro: 'CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. EL CONTROL DE LA REGULARIDAD 
CONSTITUCIONAL A CARGO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN, AUTORIZA EL EXAMEN DE TODO TIPO DE VIOLACIONES A 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.', estableció que si el control constitucional  
busca dar unidad y cohesión a los Órdenes jurídicos, en las relaciones de las 
entidades u órganos de poder que las conforman, tal situación justifica que 
una vez que se ha consagrado un medio de control para dirimir confIicto 
entre dichos entes, debe analizarse todo tipo de violaciones a la Constitución 
Federal, sin importar sus características formales o su relación mediata o 
inmediata con la Norma Fundamental. Sin embargo, dicha amplitud para 
ejercitar la acción de controversia constitucional, no puede llegar al extremo 
de considerarla como la vía idónea para controvertir los fundamentos y 
motivos de una sentencia emitida por un tribunal judicial o administrativo, 
incluso cuando se aleguen cuestiones constitucionales, porque dichos 
tribunales al dirimir conflictos que han sido sometidos a su conocimiento¡, 
ejercen facultades de control jurisdiccional, razón por la cual por este medio 
no puede plantearse la invalidez de una resolución dictada en un juicio, pues 
ello lo haría un recurso o ulterior medio de defensa para someter a revisión 
la misma cuestión litigiosa debatida en el procedimiento natural, además d 
que en éste no se dirimen conflictos entre los órganos, poderes o entes a 
que se refieren los artículos 105, fracción 1, de la Constitución Federal y  10 
de la ley reglamentaria de la materia, sino que tiene como objeto 
salvaguardar los intereses de los gobernados."11  

El criterio antes citado constituye una regla general de improcedencia 

de la controversia constitucional tratándose de resoluciones ¡urisdicciQnales, 

inclusive respecto de sus actos de ejecución, la cual admite excepciones 

sólo en caso de que la cuesti6n efectivamente planteada se refiera a la 

vulneración del ámbito competncial o esfera de atribuciones de un ente 

legitimado, en términos del artícúlo 105, fracción 1, constitucional. 

Esto, de conformidad con latesis de jurisprudencia de rubro: 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. PROCEDE DE MANERA 
EXCEPCIONAL AÚN CUANDO EL ACTO IMPUGNADO SEA UNA 
RESOLUCIÓN JURISDICCIONAL EN ESTRICTO SENTIDO, Si LA 
CUESTIÓN A EXAMINAR ATAÑE A LA PRESUNTA INVASIÓN DE LA 
ESFERA COMPETENCIAL DE UN ÓRGANO ORIGINARIO DEL ESTAD. 
El objeto principal de la controversia constitucional es tutelar el ámbito de 
atribuciones que la Constitución, Política de los Estados Unidos Mexicar os 
confiere a los órganos originarios del Estado; de ahí que por regla general no 
es la vía idónea para controvertir los fundamentos y motivos de 1 ina 
sentencia emitida por un tribunal judicial o administrativo; sin embargo, si 
dichas atribuciones llegasen a rebasar los principios rectores previstoF en la 
Constitución, las posibles transgresiones estarán sujetas a dicho medio de 
control constitucional. En efecto, de manera excepcional procede la 
controversia constitucional intentada aun cuando el acto impugnado sea una 
resolución jurisdiccional en estricto sentido, si la 'cuestión a examinar atañe a 
la presunta invasión de la esfera competencial de un órgano originario del 
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Estado, en aras de preservar su ámbito de facultades, pues 
de lo contrario se llegaría al extremo de que, por ser 
resoluciones jurisdiccionales, no podrían analizarse en esta 
vía cuestiones en, las que algún tribunal se arrogue 
facultades que no le competen, llegando al absurdo de que 
los poderes constituidos carecieran de medios de defensa 
para impugnar los actos que consideraran violatorios del 
ámbito competencia¡ que les confiere la Norma 
Fundamental. '112 

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
JPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

Tal excepción no se actualiza en la especie, ya que el actor pretende 

hacer pasar por un auténtico planteamiento de invasión de su esfera 

competencia¡, la supuesta afectación a la integración del Ayuntamiento del 

Municipio de Tiaquiltenango, Morelos, por,  parte del Tribunal Estatal de 

Conciliación y Arbitraje de Morelos, toda vez que éste se dirige a combatir la 

sanción impuesta por el referido Tribunal, lo cual evidentemente refleja que 

impugna la resolución en la que se hace efectiva 411,estitución del 

Presidente del municipio actor, mas no así la competencia constitucional o 

legal de dicho órgano para conocer del propidbio sometido a su 

jurisdicción. 

Por tanto, el acto combatido no versa reso de la determinación del 

órgano jurisdiccional en el sentido de que 	competencia para conocer y 

resolver sobre la destitución del Presid' 	Municipal de Tiaquiltenango, 

Morelos, con motivo de la nega al cumplimiento del laudo de 

veinticuatro de junio de dos mil C,á4rce, sino que en realidad se trata de 

la impugnación de una re, olución de carácter jurisdiccional, cuyos 

contenido, sentido y alcance sgmbaten. 

Así las cosas, al 11vertirse que el municipio actor combate una 

resolución jurisdiccional q\Ç '  no es susceptible de impugnación a través de 

la controversia constitucional, se actualiza la causal de improcedencia 

prevista en los artículos 19, fracción VIII, de la invocada ley reglamentaria, 

en relación con el 105, fracción 1, de la Constitución Federal, la cual se 

advierte de la simple lectura de los elementos con que se cuenta en el 

expediente, por lo que lo conducente es desechar la demanda de este 

medio de control constitucional. 

Las anteriores consideraciones encuentran sustento en la jurisprudencia 

de rubro siguiente: 

12 Tesis 16/2008 Pleno, Jurisprudencia, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
tomo XXVII, febrero de dos mil ocho, página 1815, registro 170355. 
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"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA  IMPUGNACIÓN DE LAS 
CONSIDERACIONES DE FONDO DE LAS RESOLUCIONES DE LOS, 
TRIBUNALES DE LO CONTÉNCIOSO ADMINISTRATIVO, POR SU 
PROPIO CONTENIDO, EN RAZÓN DE SUS EFECTOS Y ALCANCES., 
CONSTITUYE UN MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE 
IMPROCEDENCIA QUE CONLLEVA AL DIESECHAMIENTO DE PLANO 
DE LA DEMANDA. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación emitió la jurisprudencia P.M. 16/2008, de rubro: 'CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. PROCEDE DE MANERA EXCEPCIONAL AUN 
CUANDO EL ACTO IMPUGNADO SEA UNA RESOLUCIÓN 
JURISDICCIONAL EN ESTRICTO SENTIDO, Si LA CUESTIÓN A 
EXAMINAR ATAÑE A LA PRESUNTA INVASIÓN DE LA ESFERA 
COMPETENCIAL DE UN ÓRGANO ORIGINARIO DEL ESTADO.'; en la 
inteligencia de que la excepción a que se refiere dicho criterio no se 
actualiza cuando de la demanda de controversia constitucional se advierta, 
sin duda alguna, que no se esta ante un conflicto competencia¡ entre 
órganos, poderes o entes, sino que lo efectivamente impugnado son las 
consideraciones de fondo de la resolución de un Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, toda vez que la controversia constitucional no es un recurso 
por medio del cual pueda somterse a revisión la misma cuestión litigiosa 
debatida en un procedimiento natural; por ende, en este caso se actualiza un 
motivo manifiesto e indudable de improcedencia que conlleva al 
desechamiento de plano de la demanda, en términos del artículo 25 de la 
Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos."13  

Por otra parte, del estudio integral de las constancias que integran el 

presente asunto, se advierte que se actualiza la diversa causa de 

improcedencia prevista en el artículo 19, fracción VII14, en relación 'con el 

artículo 21 fracción 1115,  de la ley reglamentaria de la materia. 

Esto, porque en su escrito de demanda la Síndica Municipal de 

Tlaquiltenango, Morelos, combate la Ley del Servicio Civil del Estado de 

Morelos y el proceso legislativo por el que se! expidió dicho ordenamiento, 

con motivo del acto de aplicación consistente en el citado acuerdo de siete 

de julio da dos mil diecisiete, mediante el cual se ordenó la destitución del 

Presidente Municipal de Tlaquiltenango, Morelos; sin embargo, éste no 

constituye su primer acto de aplicación, sino uno ulterior. 

Pues, resulta un hecho notorio en términos del artículo 8816  del bódigo 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la ley 

reglamentaria de la materia y dei conformidad con la tesis jurisprudercial de 

13 Tesis P./J. 7/2012, Pleno, Jurisprudencia, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, tomo 1, junio de dos mil doce, página 18, registro 200966. 
14 Artículo 19 de la Ley Reglamentaria de1las Fracciones 1 y II del Artículo 105 de la Constitución 
Federal. Las controversias constitucionales son improcedentes: ( ... ) 
W. Cuando la demanda se presentare fuera de los plazos previstos en el artículo 21, y (...).". 
15 Artículo 21. El plazo para la interposición dé la demanda será: 
H. Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su 
publicación, o del día siquiente al en que sé produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé 
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rubro: "HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL 

Y JURÍDICO. '1 , que en los autos de la controversia 

constitucional 58/2017, también promovida por el 

municipio actor, se impugna el diverso acuerdo de 

veintiséis de eneiro de dos mil diecisiete, dictado por 

el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del Estado de Morelos dentro 

del juicio laboral burocrático 0111119/13, en el que, con fundamento en lo 

dispuesto en el referido artículo 124, fracción II, de la Ley del Servicio Civil 

del Estado de Morelos, se ordenó la destitución del Tesorero del mismo 

municipio, en virtud del incumplimiento del laudo de veintinueve de enero 

de dos mil quince, emitido en el mencionado procedimiento 

jurisdiccional. 

En tales condiciones, al no haberse aplicado por primera vez la norma 

en el acuerdo señalado en la demanda, sino en u 	terior, de veintiséis 

de enero de dos mil diecisiete, es evidente que opera la causa de 

improcedencia prevista en el artículo 1 	mv.CCÓfl VII, de la Ley 

Reglamentaria de las Fracciones 1 y  II del Artículo 105 Constitucional. 

Asimismo, el municipio actor impu 	la Ley del Servicio Civil del 

Estado de Morelos, así como el preso legislativo que le dio origen; sin 

embargo, en tanto que dicho ordernto se publicó en el Periódico Oficial 

de Morelos el seis de septiem.re  del añó dos mil y, dado que la demanda 

se presentó hasta el veintisie febrero del año en curso en la Oficina de 

Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, ésta resulta 	iamente extemporánea, pues el plazo legal de 

treinta días hábiles para combatirla ha transcurrido en exceso. 

Por consiguiente, se actualiza la causa de improcedencia prevista en el 

artículo 19, fracción VII, de la citada ley reglamentaria, la cual es manifiesta 

e indudable, dado que se refiere a cuestiones de derecho no desvirtuables. 

En este sentido se pronunció la Primera Sala de esta Suprema Corte  

de  Justicia de la Nación al analizar las diversas controversias  

constitucionales 58/2011718 y  113/201719  falladas, respectivamente, en las 

17 Tesis P./J. 7412006. Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y SU 
Gaceta, torno XXIII, junio de dos mil seis, página 963, registro 174899. 
18  Sostenida por mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldivar Lelo de Larrea, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
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sesiones de quince de noviembre y seis de diciembre de dos mil dieciste. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se 

ACUERDA 

PRIMERO. Se desecha die plano, por notoria y manifiesta 

improcedencia, la demanda presentada en vía de controiersia 

constitucional por el Municipio de Tiaquiltenango, Morelos. 

SEGUNDO. Sin perjuicio de lo anterior, se tiene a la prornvente 

designando delegados, así como señalando las estrados de este Alto 

Tribunal para oír y recibir notificaciones. 

TERCERO. Una vez que cause estado este auto, archívese el 

expediente como asunto concluido. 

Notifíquese, y por estradosal Municipio de Tiaquiltenango, Morelos. 

Lo proveyó y(firma el Ministro instructor Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, quien (actúa con Letia Guzmán Miranda, Secretaria de Ia 

Sección de Trámite de Controvers as Constitucion les de Acciories de 

Inconstitucionalidad de la Subsecretaría Genera/de )Acerclos d este Alto 
J/ 

( 

Esta hoja corresponde al proveído de uno de marzo de dos mil dieciocho, dictado por el  

Ministro instructor Jorge Mario Pardo Rebolledo, en la controversiconstiUCiOi1a!i 

6112018, promovida por el Municipio de Tlaquiltenango, Morelos. Consten 
MLM2 

 
 
 
 
 




